
JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN COLIMA
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INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES



AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. En el Edificio Sede 

del Poder Judicial de la Federación en el Estado de 

Colima, con residencia en Colima, siendo las nueve horas 

con veinticinco minutos del treinta y uno de agosto de 
dos mil veintiséis, día y hora señaladas para que tenga 

verificativo la audiencia prevista en el artículo 124 de la Ley 

de Amparo, Josefina Rodríguez Méndez, Jueza Segundo 

de Distrito en el Estado de Colima, asistida de la Secretaria 

Andreína Yunuén Herrejón Chávez, quien autoriza y da 

fe, la declara abierta, sin la asistencia de las partes.

Acto continuo, la Secretaria efectúa una relación de 

las constancias que conforman los autos, entre las que se 

encuentran los informes justificados.

Luego, se abre el período de pruebas; se da cuenta 

con las documentales ofrecidas por las partes, las cuales 

se desahogan dada su propia y especial naturaleza; no 

existiendo diverso medio de convicción que relacionar, se 

cierra dicho período probatorio.

Después, se abre el de alegatos, en donde hace 

constar que ninguna de las partes los efectuó; al no existir 

más por relacionar, se ordena cerrar dicho período.

Al no haber escritos pendientes por acordar o 

proveer, se declaran vistos los autos sólo para el efecto de 

dictar la sentencia correspondiente.

V I S T O S para resolver el juicio de amparo indirecto 
958/2026-V, promovido por  *** ******* ***** *******, 

por su propio derecho, contra los actos de la Presidente 
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Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y de 

otra autoridad, por estimarlos violatorios de los derechos 

humanos consagrados en los artículos 14, 16 y 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación y datos de la demanda. 
Por escrito presentado el veintinueve de junio de dos mil 
veintiséis, vía buzón judicial de la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de Colima, con sede en Colima, dirigido, por razón 

de turno, a este Juzgado Segundo de Distrito,  *** 

******* ***** ******* (en adelante, quejosa, agraviada, 

parte quejosa o parte agraviada) solicitó el amparo y la 

protección de la Justicia Federal, contra los actos y por las 
autoridades que enseguida se precisan:

“[…]

III. Autoridad Responsable.

A. El Presidente Constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos.

B. Subdelegación de Prestaciones del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, con sede en la Ciudad de Colima.

[…]

IV. NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓNQUE 
DE CADA AUTORIDAD SE RECLAME.

A) Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Se le reclama la creación, y promulgación del 
Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del artículo Décimo 
Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el día 21 de julio de 2009, por cuanto a la 
porción normativa artículo 12, en la parte que dice: “En el 
caso de compatibilidad de las pensiones señaladas en las 
fracciones anteriores, la suma de las mismas no podrá 
exceder el monto equivalente a diez veces el salario 
mínimo”; respecto a su aplicación actual e inclusive 
retroactiva, bajo el supuesto de que la suma de las cuotas 
diarias pensionarias de la pensión de concubinato y de 
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jubilación de las que soy beneficiaria no pueden exceder 
de la cantidad fijada como cuota máxima, esto es, el 
importe equivalente a diez unidades de medida y 
actualización, lo que constituye una limitación injustificada 
a mi derecho legítimo y constitucional de recibir el pago 
íntegro de la pensión por concubinato.

B) Subdelegada de Prestaciones del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado.

Le reclamo la aplicación del artículo 12 del 
Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del artículo Décimo 
Transitorio, del Decreto por el que se expide la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, en perjuicio de la suscrita, como 
respuesta a la solicitud de pago completo de la pensión de 
concubinato otorgada como consecuencia del deceso de 
mi concubino, el ciudadano ****** ******* *******, en 
la que esta autoridad responsable determinó negarme el 
pago íntegro de las pensiones de concubinato y jubilación, 
con el argumento de que la suma de ambas pensiones no 
debe rebasar el tope de diez unidades de medida y 
actualización, como lo sostiene y “justifica” la porción 
normativa que afirmo es inconstitucional.

La Subdelegación de Prestaciones del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, con sede en Colima, a través del oficio *********
*********, expedido el 26 de mayo del año 2026, que me 
fuera notificado el 09 de junio del 2026, como respuesta a 
mi solicitud del pago de la PENSIÓN DE CONCUBINATO 
POR MUERTE DEL PENSIONADO EL C.  ******* 
******* ****** , en el que me informa que en 
aplicación del contenido de la fracción I, inciso a), y en 
(sic) del artículo 12 del Reglamento para el 
Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores 
Sujetos al Régimen del artículo Décimo Transitorio, 
del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, no es procedente el pago completo de la 
pensión de concubinato solicitada, pues refiere que dicho 
dispositivo legal establece que la suma de las pensiones 
de jubilación y la de concubinato, no deben rebasar diez 
veces el salario mínimo general, ahora Unidad de Medida 
y Actualización, lo que según señala me es aplicable, pues 
la suma de la pensión de concubinato número ******* y 
la pensión de jubilación número *******, superan el tope 
máximo, por lo que a partir del mes de septiembre del año 
2026 mensualmente se me descontará de la pensión de 
concubinato, el excedente del tope máximo por concepto 
48 (compatibilidad de pensión) […].”
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SEGUNDO. Admisión y trámite de la demanda. Por 

acuerdo de uno de julio de dos mil veintiséis, se admitió 

la demanda de amparo bajo el estadístico 958/2026-V, se 

solicitó su informe justificado a las autoridades 

responsables, se ordenó la intervención legal del Ministerio 

Público Federal aquí adscrito, quien no formuló pedimento, 

y se fijó día y hora para el desahogo de la audiencia 

constitucional, la cual, previo diferimiento, tuvo verificativo 

al tenor del acta que antecede; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo 

de Distrito en el Estado de Colima, es legalmente 

competente para conocer y resolver el presente juicio de 

amparo, con fundamento en lo preceptuado por los 

artículos 94, párrafo primero, 103 y 107, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 33, fracción 

IV, 35, 37 y 107 de la Ley de Amparo; 1º, fracción VI y 46 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

PRIMERO, fracción XXXII, SEGUNDO, fracción XXXII, 

número 3, TERCERO, fracción XXXII, CUARTO, fracción 

XXXII, párrafo primero, del Acuerdo General 3/2013 del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los 

circuitos en que se divide la República Mexicana; y, al 

número, a la jurisdicción territorial y especialización por 

materia de los Tribunales Colegiados y Unitarios de 

Circuito y de los Juzgados de Distrito; por reclamarse un 

acto de autoridad, en cuya entidad este juzgado tiene 

jurisdicción territorial.

SEGUNDO. Fijación clara y precisa del acto 
reclamado. Por cuestión de orden, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo 

y en cumplimiento al precepto 76 de dicho cuerpo legal, se 
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procede a la fijación clara y precisa del acto reclamado.

Lo anterior encuentra apoyo, por identidad jurídica, 

en la tesis P. VI/2004, sustentada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de la 

Novena Época, de rubro y texto:

“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU 
FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE 
AMPARO. El artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo 
establece que las sentencias que se dicten en el juicio de 
garantías deberán contener la fijación clara y precisa de 
los actos reclamados, así como la apreciación de las 
pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; 
asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido el criterio de que para lograr tal fijación debe 
acudirse a la lectura íntegra de la demanda sin atender a 
los calificativos que en su enunciación se hagan sobre su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad. Sin embargo, en 
algunos casos ello resulta insuficiente, por lo que los 
juzgadores de amparo deberán armonizar, además, los 
datos que emanen del escrito inicial de demanda, en un 
sentido que resulte congruente con todos sus elementos, e 
incluso con la totalidad de la información del expediente 
del juicio, atendiendo preferentemente al pensamiento e 
intencionalidad de su autor, descartando las precisiones 
que generen oscuridad o confusión. Esto es, el juzgador 
de amparo, al fijar los actos reclamados, deberá atender a 
lo que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en 
apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra 
congruencia entre lo pretendido y lo resuelto”.

Igualmente es aplicable al caso, la jurisprudencia 

P./J. 40/2000, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta de la Novena Época, del siguiente 

rubro y contenido:

“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER 
INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD. Este Alto 
Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de que el 
juzgador debe interpretar el escrito de demanda en su 
integridad, con un sentido de liberalidad y no restrictivo, 
para determinar con exactitud la intención del promovente 
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y, de esta forma, armonizar los datos y los elementos que 
lo conforman, sin cambiar su alcance y contenido, a fin de 
impartir una recta administración de justicia al dictar una 
sentencia que contenga la fijación clara y precisa del acto 
o actos reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 
77, fracción I, de la Ley de Amparo”.

Del análisis integral de la demanda y escritos 

aclaratorios, con un sentido de liberalidad y no restrictivo, 

se llega al conocimiento de que la parte quejosa señala 

como acto reclamado, a saber:

➢ La creación, promulgación y aplicación del 

artículo 12 del Reglamento para el Otorgamiento de 

Pensiones de los Trabajadores sujetos al régimen del 

Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se 

expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado.

➢El oficio  ****************** de 

veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, emitido 

por la Subdelegada de Prestaciones del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado de la Delegación Estatal Colima.

Una vez precisados los actos reclamados, lo 

procedente es verificar su existencia, porque de acuerdo 

con la técnica que rige el juicio de amparo, se debe 

analizar y resolver respecto de la certeza o inexistencia de 

los actos reclamados.

Lo anterior es así, entre otras razones, ya que de no 

ser cierto el acto combatido, resultaría ocioso, por razones 

lógicas, ocuparse del estudio de cualquier otra cuestión 

jurídica; en otras palabras, el estudio de alguna causa de 

improcedencia o del fondo del asunto implica, en el primer 

caso, que el acto reclamado sea cierto y, en el segundo, 
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que además de ser cierto el acto reclamado, el juicio de 

amparo sea procedente.

Apoya la consideración anterior, la jurisprudencia 

XVII.2o. J/10, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado 

del Décimo Séptimo Circuito, publicada en la Gaceta al 

Semanario Judicial de la Federación de la Octava Época, 

con registro 212775, de rubro y texto siguientes:

“ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O 
INEXISTENCIA DE LOS. TÉCNICA EN EL JUICIO DE 
AMPARO. El artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
establece que procede revocar la sentencia recurrida y 
mandar reponer el procedimiento cuando, entre otros 
casos, el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido 
del juicio en primera instancia haya incurrido en alguna 
omisión que pudiere influir en la sentencia que deba 
dictarse en definitiva. Por otra parte, de acuerdo con la 
técnica que rige al juicio de garantías, en toda sentencia 
de amparo, sea directo o indirecto, la autoridad que 
conozca del mismo, en primer lugar debe analizar y 
resolver respecto de la certeza o inexistencia de los actos 
reclamados y sólo en el primer caso, lo aleguen o no las 
partes, debe estudiar las causas de improcedencia 
aducidas o que en su criterio se actualicen, para, por 
último, de ser procedente el juicio, dictar la resolución de 
fondo que en derecho corresponda. Lo anterior es así, 
entre otras razones, ya que de no ser ciertos los actos 
combatidos, resultaría ocioso, por razones lógicas, 
ocuparse del estudio de cualquier causa de improcedencia 
y en el evento de ser fundada alguna de éstas, legalmente 
resulta imposible analizar las cuestiones de fondo; en 
otras palabras, el estudio de alguna causa de 
improcedencia o del fondo del asunto, implica, en el primer 
caso, que los actos reclamados sean ciertos y, en el 
segundo, que además de ser ciertos los actos reclamados, 
el juicio de garantías sea procedente. A mayor 
abundamiento, el no estudio de la certeza o inexistencia 
de los actos reclamados por parte del Juez de Distrito, 
independientemente de que es contrario a la técnica del 
juicio de amparo en los términos antes apuntados, entre 
otras cuestiones, trastoca la litis del recurso de revisión 
que hagan valer las partes y limita las defensas de éstas, 
porque la sentencia que se dicte en dicho recurso, podría 
carecer de sustento legal, al no poder precisarse con 
exactitud, en primer lugar, la materia del recurso y, en 
segundo lugar, sobre qué actos de los reclamados es 
procedente, en su caso, conceder el amparo, sin que el 
tribunal del conocimiento pueda suplir la omisión apuntada 
por carecer de facultades para ello, pues es obligación del 
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Juez de Distrito ocuparse de la cuestión de que se trata, 
siguiéndose con ello el cumplimiento de la obligación 
constitucional de otorgar a las partes plenitud de defensa 
en contra de un acto de autoridad que afecte su esfera 
jurídica, como puede ser la resolución definitiva por él 
dictada. Así pues, si el Juez de Distrito omitió, previamente 
al estudio de la causa de improcedencia que estimó 
fundada, el análisis de la certeza o inexistencia de los 
actos reclamados, se actualiza la hipótesis jurídica que 
contempla el artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
procediendo, en consecuencia, revocar la sentencia 
recurrida y mandar reponer el procedimiento”.

TERCERO. Certeza de los actos reclamados. Es 

cierto el acto reclamado, por los motivos siguientes:

El Coordinador de Evaluación, de Control 
Procedimental y Amparos de la Procuraduría Fiscal de 
la Federación, en representación de la Presidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 
aceptó el acto reclamado consistente en la expedición del 

Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 

Trabajadores sujetos al régimen del Artículo Décimo 

Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado; en específico, el artículo 12 que 

reclama la quejosa.

Por su parte, la Subdelegada de Prestaciones del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, reconoció la existencia del acto 

que se le atribuye, al referir que la petición de la quejosa 

fue contestada mediante oficio  ****************** de 

veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, con apoyo en la 

porción normativa tildada de inconstitucional.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 278, del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Apéndice 2000, Quinta Época, tomo VI, 
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Común, Materia: Común, registro 917812, página 231, que 

dice:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él 
confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto que 
se reclama, debe tenerse éste como plenamente probado, 
y entrarse a examinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de ese acto”

En consecuencia, ante la aceptación de que es cierto 

el acto que se le reclama, se tiene como plenamente 

probado.

Máxime que el acto reclamado a la Presidenta de la 

República constituye una norma general de conformidad 

con el artículo 107 fracción I, inciso e), de la Ley de 

Amparo, por lo tanto, su existencia constituye un hecho 

notorio, en virtud de que la existencia de las leyes y 

reglamentos no son objeto de prueba.

Ilustra lo anterior la jurisprudencia emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Novena Época, Registro 191452, Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Agosto de 

2000, Tesis 2a./J. 65/2000, Página: 260, del tenor literal 

siguiente:

“PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO 
DE LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS Y 
ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. Respecto de 
las leyes, reglamentos, decretos y acuerdos de interés 
general, no se necesita probar su existencia en autos, 
pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, para 
que la autoridad judicial esté obligada a tomarlos en 
cuenta, en virtud de su naturaleza y obligatoriedad, y 
porque la inserción de tales documentos en el órgano 
oficial de difusión tiene por objeto dar publicidad al acto de 
que se trate, y tal publicidad determina precisamente que 
los tribunales, a quienes se les encomienda la aplicación 
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del derecho, por la notoriedad de ese acontecimiento, no 
puedan argüir desconocerlo”.

Además, la existencia del acto reclamado está 

corroborada con las constancias que anexó la propia 

quejosa a su demanda, consistentes en el original del oficio 

******************, al cual se le reconoce pleno valor 

probatorio, de conformidad con lo establecido en los 

artículos 343 y 344 del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles y Familiares, de aplicación supletoria, en términos 

del artículo 2° de la Ley de Amparo; lo anterior, por ser 

documental pública.

Lo anterior con sustento en la jurisprudencia 226, de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, 

Apéndice de 1995, Quinta Época, Tomo VI, Parte SCJN, 

Materia: Común, página: 153, registro 394182, que dice:

“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y 
VALOR PROBATORIO. Tienen ese carácter los 
testimonios y certificaciones expedidos por funcionarios 
públicos, en el ejercicio de sus funciones, y, por 
consiguiente, hacen prueba plena.”

En vista de lo anterior, debe tenerse plenamente 

demostrados los actos reclamados, en términos de lo 

dispuesto por el artículo 74, fracción I, de la Ley de 

Amparo.

CUARTO. Procedencia del juicio de amparo. Los 

artículos 62, 64 y 65 de la Ley de Amparo, ordenan que 

previamente al análisis de los conceptos de violación 

aducidos por la parte quejosa contra el acto reclamado 

cuya existencia demostró, procede el estudio de las 

causales de improcedencia o sobreseimiento que hagan 

valer las partes o se adviertan de oficio, por ser de orden 
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público y de estudio preferente a cualquier otra cuestión 

planteada.

Ilustra lo anterior, la jurisprudencia 158, sustentada 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Quinta Época, Apéndice 1995, Parte VIII, Materia Común, 

página 262, registro 3955721, que dice:

“IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen 
o no, debe examinarse previamente la procedencia del 
juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden público en 
el juicio de garantías.”

Dicho estudio debe hacerse previo al análisis de 

fondo del asunto, pues de actualizarse alguna causa de 

improcedencia o sobreseimiento, haría innecesario el 

examen de la controversia constitucional planteada.

Ilustra lo antes expuesto, la tesis IV.3o.108 K, del 

Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación de la Octava Época, 

con registro 208448, que dice:

“IMPROCEDENCIA. CAUSAL DE. AL 
ACREDITARSE ES INNECESARIO ENTRAR AL 
ESTUDIO DEL FONDO DEL ASUNTO Y DE LAS 
PRUEBAS APORTADAS. Al actualizarse una causal de 
improcedencia el juez de Distrito no está obligado a entrar 
al estudio del fondo de la materia del amparo, y mucho 
menos a analizar las pruebas que aportó en la audiencia 
constitucional, pues dado el orden público de este 
procedimiento la improcedencia del mismo debe ser 
examinada de oficio, lo aleguen o no las partes.”

La representante legal del Presidente Constitucional 

de los Estados Unidos Mexicanos señala —en resumen— 

que se actualiza la causal de improcedencia, prevista en 

las fracciones XVIII y XX, del numeral 61, en relación con 
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el artículo 63 fracción V de la Ley de Amparo, dado que la 

parte quejosa no agotó el principio de definitividad previo 

a la promoción del juicio de amparo, ante la autoridad 

administrativa competente.

Respecto a la fracción XVIII, del numeral 61 de la 

Ley de Amparo, es inatendible; pues dicha fracción refiere 

a actos provenientes de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, lo que en el caso no 

acontece.

 
En lo que respecta a la fracción XX, es infundada, 

porque la persona quejosa no está obligada a agotarlo, de 

conformidad con el tercer párrafo, del artículo 61 de la Ley 

de Amparo, al establecer que la impetrante de amparo 

puede (optativo) promover el juicio señalado por la 

responsable o bien interponer la demanda de amparo en 
contra de la  norma general del acto de aplicación.

En efecto, la exigencia de interponer los recursos 

ordinarios se limitó constitucionalmente a los actos 

propiamente dichos o a las omisiones de autoridades 

distintas de tribunales, excluyendo las disposiciones de 

observancia general emitidas por esa clase de  

autoridades, y si el legislador no acotó la impugnación de 

normas generales —sean de la jerarquía que sean— a   las 

reglas que rigen el principio de definitividad en el juicio de 

amparo, se concluye que es innecesario hacer valer algún 

medio ordinario de defensa en caso de que se provea 

antes de acudir a la instancia constitucional, sin que esto 

implique que la persona quejosa esté impedida para 

promover el medio de defensa que a su interés legal 

convenga.
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Sirve de apoyo, la tesis de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, registro digital: 2014976, Instancia: 

Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Común, Tesis: 

2a./J. 91/2017 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 45, Agosto de 2017, Tomo 

II, página 1121, Tipo: Jurisprudencia, de rubro y texto:
“PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO 
AGOTARLO CUANDO SE RECLAMAN 
DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL 
EMITIDAS POR AUTORIDADES DISTINTAS DE LOS 
TRIBUNALES JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS O 
DEL TRABAJO. De la interpretación estricta y 
sistemática de los artículos 103, fracción I, y 107, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 1o., y 107, fracciones I, 
inciso g), y II, de la Ley de Amparo, en relación con el 
criterio contenido en la tesis aislada 2a. CLVII/2009, (*) 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, se advierte que el artículo 61, fracción XX, 
de la Ley de Amparo no puede interpretarse en el 
sentido de que el principio de definitividad debe 
agotarse, indistintamente, respecto de cualquier forma 
de manifestación del poder (actos, omisiones y normas 
generales), pues la exigencia de interponer los 
recursos ordinarios procedentes se limitó 
constitucionalmente a los actos propiamente dichos o a 
las omisiones de autoridades distintas de tribunales, 
excluyendo las disposiciones de observancia general 
emitidas por esa clase de autoridades, y si el legislador 
no acotó la impugnación de normas generales -sean de 
la jerarquía que sean- a las reglas que rigen el principio 
de definitividad en el juicio de amparo, se concluye que 
es innecesario hacer valer algún medio ordinario de 
defensa en caso de que se prevea antes de acudir a la 
instancia constitucional, sin que esto implique que el 
quejoso esté impedido para promover el medio de 
defensa que a su interés legal convenga”. 

Asimismo, la autoridad responsable, aduce que se 

actualiza el contenido de la fracción XII del artículo 61 de la 

Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 

Constitucionales, ya que a la parte quejosa le constituye un 

perjuicio económico y no jurídico.
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Sin embargo, dicha causal es infundada, en 

atención a que en el presente caso, de la demanda de 

amparo se desprende que la persona quejosa reclama la 

inconstitucionalidad del artículo 12 del Reglamento para el 

Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores sujetos al 

régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el 

que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, por considerar 

que restringe el derecho a percibir la pensión de 

concubinato, por no poder coexistir con el hecho de que el 

quejoso ostenta una pensión por jubilación ante el Instituto, 

cuyo primer acto de aplicación, lo hace consistir en el oficio 

****************** suscrito por la Subdelegada de 

Prestaciones del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado de la Delegación 

Estatal Colima, mediante el cual dio respuesta a la aquí 

quejosa a su solicitud  de pago retroactivo, respecto del 

total de la pensión de concubinato en virtud del 

fallecimiento de su cónyuge; en el que se advierte la 

aplicación del artículo impugnado, precepto que sirvió de 

fundamento para que la autoridad en cita le informara que 

no es procedente el pago del importe de la pensión por 

concubinato, debido a que existe incompatibilidad de 
pensión, ya que la percepción de una pensión por viudez 

por muerte del pensionista es incompatible con la pensión 

que percibe la quejosa por la jubilación número ******** 

negando implícitamente su pretensión.

Ilustra lo anterior la jurisprudencia del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, 

Tesis: P./J. 30/96, Registro: 200064, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 

1996, Página: 58, de rubro y texto siguiente:
“INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR UNA LEY. 
LO TIENE EL QUEJOSO CUANDO EN UNA 
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RESOLUCIÓN SE LE APLICA, AUNQUE NO SE 
CITEN LOS PRECEPTOS RELATIVOS. Constituye 
acto de aplicación de un precepto legal la resolución 
que de manera indudable se funda en él, por darse 
con exactitud sus supuestos normativos, aunque el 
mismo no se invoque expresamente, debiendo 
concluirse que el quejoso tiene interés jurídico para 
reclamar la resolución y la ley aplicada.

Luego, si el oficio aludido está dirigido a la quejosa, 

es evidente la afectación a su esfera jurídica, reflejada en 

la negativa a otorgar el derecho a recibir la pensión por 

concubinato y, por ende, contrario a lo que estima la 

autoridad responsable en comento, ese acto de aplicación 

le otorga interés jurídico para promover el amparo contra el 

oficio fundado en el artículo tildado de  inconstitucional. 

En apoyo a los argumentos vertidos, se atiende a la 

tesis publicada en la novena época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, tomo XII, diciembre de 

2000, página 447, que dice:  
“LEYES. EL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN QUE 
PERMITE IMPUGNARLAS EN AMPARO ES 
AQUEL QUE TRASCIENDE A LA ESFERA 
JURÍDICA DEL GOBERNADO, CAUSÁNDOLE UN 
PERJUICIO, CON INDEPENDENCIA DE QUE SU 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN SEA O NO 
CORRECTA. Conforme a la interpretación 
jurisprudencial que ha efectuado la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación de lo dispuesto en los 
artículos 4o., 73, fracciones V y VI, y 114, fracción I, 
de la Ley de Amparo, el primer acto de aplicación 
que permite controvertir, a través del juicio de 
garantías, la constitucionalidad de una disposición 
de observancia general, es aquel que trasciende a la 
esfera jurídica del gobernado generándole un 
perjuicio que se traduce en una afectación o 
menoscabo a su patrimonio jurídico. Ahora bien, en 
caso de que el citado acto de aplicación carezca de 
la fundamentación y motivación debidas, que 
provoquen la interrogante sobre si el peticionario de 
garantías realmente resintió la individualización de la 
norma controvertida, como puede ser el caso en que 
la situación de hecho del quejoso no se ubique en el 
supuesto de la norma o que la autoridad haya 
realizado una cita equivocada de la disposición 
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aplicable, el juzgador de garantías deberá analizar el 
acto de aplicación y la trascendencia que éste tenga 
sobre la esfera jurídica del quejoso, para determinar 
si el origen del perjuicio causado se encuentra 
efectivamente en el dispositivo impugnado, lo que le 
permitirá concluir que éste sí afecta su interés 
jurídico y, por tanto, resulta procedente su 
impugnación. La anterior conclusión encuentra 
apoyo, inclusive, en la jurisprudencia 221, visible en 
las páginas 210 y 211 del Tomo I, del Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, 
cuyo rubro es: "LEYES O REGLAMENTOS, 
AMPARO CONTRA, PROMOVIDO CON MOTIVO 
DE SU APLICACIÓN.", de la cual deriva que cuando 
se reclaman en amparo indirecto disposiciones de 
observancia general, con motivo de su primer acto 
de aplicación, una vez determinada la procedencia 
del juicio, debe estudiarse la constitucionalidad de la 
norma impugnada y, posteriormente, en su caso, la 
legalidad del acto concreto de individualización, sin 
que ésta constituya impedimento alguno para que se 
aborde el estudio de constitucionalidad de las 
normas impugnadas.”

De igual forma, indica que se actualiza la causal de 

improcedencia prevista en la fracción XII del artículo 61 de 

la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 

Constitucionales, en razón de que refiere que la persona 

quejosa no aporta elementos suficientes que acrediten un 

perjuicio a su esfera jurídica para impugnar los artículos 7° 

y 12 del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones 

de los Trabajadores sujetos al régimen del Artículo Décimo 

Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, por lo que, sustenta sus 

argumentos en apreciaciones subjetivas respecto de las 

cuales no aportó elementos a efecto de  que puedan ser 

desvirtuados, de tal manera que las afirmaciones hipotecas 

y genéricas de la impetrante, no detonan la existencia de 

un interés jurídico ni legítimo. 

Tal argumento resulta infundado.

Lo anterior, porque en el presente caso, de la lectura 

integra de la demanda de amparo se desprende que la 
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persona quejosa reclama la inconstitucionalidad del 

artículo 12, fracción III, párrafo segundo, del Reglamento 

para el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores 

sujetos al régimen del Artículo Décimo Transitorio del 

Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado, por considerar que restringe el derecho a percibir 

la pensión de concubinato, por no poder coexistir con el 

hecho de que la quejosa ostenta una pensión por 

jubilación ante el Instituto, cuyo primer acto de aplicación, 

lo hace consistir en el oficio  ****************** de 

veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, suscrito por la 

Subdelegada de Prestaciones del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de la 

Delegación Estatal Colima, mediante el cual dio respuesta 

a la aquí quejosa a su solicitud de pago respecto del total 

de la pensión de concubinato en virtud del fallecimiento de 

su cónyuge; en el que se advierte la aplicación del artículo 

impugnado, precepto que sirvió de fundamento para que la 

autoridad en cita le informara que no es procedente el 

pago del importe de la pensión por concubinato, debido a 
que existe compatibilidad de pensión, ya que la 

percepción de una pensión por concubinato por muerte del 

pensionista es compatible con la pensión que percibe la 

quejosa por la jubilación número  ********  negando 

tácitamente su pretensión.

Por lo que en el caso, la persona quejosa sí cuenta 

con interés jurídico para combatir la inconstitucionalidad de 

la norma reclamada, toda vez que acredita tener la calidad 

de pensionada y que la responsable le negó el pago de la 

diversa pensión por concubinato, en virtud de ser 
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incompatible con una ya otorgada, circunstancia que le 

produce una afectación a su esfera jurídica.

Por último, la Presidenta de la República refiere que 

se actualiza la causa de sobreseimiento prevista en el 

artículo 63, fracción IV de la Ley de Amparo, en virtud de la 

negativa a que hace referencia en cuanto a la existencia 

del acto reclamado; sin embargo, tal manifestación es 

inatendible, porque en el considerando inmediato anterior, 

se evidenció la certeza de la norma reclamada.

Finalmente, al no existir diversas causas de 

improcedencia invocadas por las autoridades 

responsables, y al no advertir este juzgador la actualización 

de alguna que imposibilite el análisis de la controversia 

constitucional planteada, sin que sea obligatorio abordar el 

estudio de cada una de las contempladas en el artículo 61 

de la Ley de Amparo, ya que la ley no lo establece así; 

entonces, a continuación se procede al estudio de la 

controversia constitucional.

Se cita en apoyo la jurisprudencia 268 del Tribunal 

Pleno, que se encuentra publicada en el Apéndice de 2011 

del Semanario Judicial de la Federación de la Octava 

Época, con registro 1002334, de contenido:

“IMPROCEDENCIA. EL JUEZ NO ESTÁ 
OBLIGADO A ESTUDIAR OFICIOSAMENTE TODAS Y 
CADA UNA DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. Si el Juez de 
Distrito no encuentra causal de improcedencia que amerite 
su estudio oficioso para sobreseer en el juicio, no está 
obligado a hacerse cargo del estudio de todas y cada una 
de las contempladas en el artículo 73 de la Ley de 
Amparo, ya que el último párrafo de dicho precepto no lo 
obliga a que analice todos y cada una de los supuestos de 
improcedencia contenidos en la ley, bastando que estudie 
y se pronuncie sobre las causales específicamente 
invocadas por las partes y las que oficiosamente considere 
aplicables, para tener por satisfecho el precepto en 
comento.”
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QUINTO. Conceptos de violación. La persona 

quejosa expresó diversos conceptos de violación, los que 

se tienen por reproducidos en este apartado, por no ser 

necesaria su trascripción, atento a lo dispuesto en los 

ordinales 73, 74, 75, 76 y 79 de la Ley de Amparo, pues ni 

de éstos ni de ningún otro numeral se advierte disposición 

expresa de que deban transcribirse.

Es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 58/2010 de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, 

Tesis: 2a./J. 58/2010, página: 830, registro 164618, que 

dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del 
capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas 
generales", del libro primero "Del amparo en general", de 
la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en 
su caso, los agravios, para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 
principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos 
a debate, derivados de la demanda de amparo o del 
escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a 
los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin 
introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 
Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador 
realizarla o no, atendiendo a las características especiales 
del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios 
de exhaustividad y congruencia se estudien los 
planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.”
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SEXTO. Calificación de los conceptos de 
violación. Los conceptos de violación son fundados.

Es de mencionar que el amparo promovido contra 

normas de observancia general con motivo de su primer 

acto de aplicación, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha establecido criterios orientadores en cuanto al 

procedimiento a seguir en el estudio de este tipo de juicios 

de amparo, entre los que destaca la jurisprudencia 2a./J. 
71/2000, emitida por la Segunda Sala del Alto Tribunal del 

país, de rubro y texto: 

“LEYES, AMPARO CONTRA. REGLAS PARA SU 
ESTUDIO CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DE 
UN ACTO DE APLICACIÓN. Conforme a lo dispuesto en 
la jurisprudencia número 221, visible en las páginas 210 y 
211 del Tomo I del Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación, compilación 1917-1995, de rubro: "LEYES O 
REGLAMENTOS, AMPARO CONTRA, PROMOVIDO 
CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN.", cuando se 
promueve un juicio de amparo en contra de una ley o 
reglamento con motivo de su aplicación concreta en 
perjuicio del quejoso, el Juez de Distrito no debe 
desvincular el estudio de la disposición impugnada del que 
concierne a su acto de aplicación. De ahí que el juzgador 
de garantías debe analizar, en principio, si el juicio de 
amparo resulta procedente en cuanto al acto de aplicación 
impugnado, es decir, si constituye el primero que concrete 
en perjuicio del peticionario de garantías la hipótesis 
jurídica controvertida y si en relación con él no se actualiza 
una diversa causa de improcedencia; de no acontecer así, 
se impondrá sobreseer en el juicio respecto del acto de 
aplicación y la norma impugnada. Por otra parte, de 
resultar procedente el juicio en cuanto al acto de 
aplicación, debe analizarse la constitucionalidad de la 
disposición impugnada determinando lo conducente y, 
únicamente en el caso de que se determine negar el 
amparo por lo que corresponde a ésta, será factible 
abordar el estudio de los conceptos de violación 
enderezados por vicios propios, en su caso, en contra del 
acto de aplicación; siendo incorrecto, por ello, el estudio 
de estas últimas cuestiones antes de concluir sobre la 
constitucionalidad de la norma reclamada”.

La persona quejosa —en esencia— sostiene que el 

artículo 12 resulta contrario a los principios de seguridad y 

previsión social que consagra el artículo 123, apartado B, 

fracción XI, inciso a), de la Constitución Federal. 
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Lo anterior, porque limita su derecho a percibir de 

manera íntegra sus pensiones por concubinato y jubilación, 

en razón de que la suma de éstas excede el máximo por 

concepto compatibilidad de pensiones.

Aduce, que al restringir el derecho a percibir 

íntegramente las pensiones, rebase la suma de diez salarios 

mínimos y previsto como cuota máxima de cotización, 

contraviene la garantía de seguridad social y el principio de 

previsión social contenidos en el artículos 123, apartado B, 

fracción XI, inciso a), constitucional; añade, porque la otrora 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

así lo determinó en la jurisprudencia de rubro: “ISSSTE. EL 
ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO PARA EL 
OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS 
TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL 
ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR 
EL QUE SE EXPIDE LA LEY RELATIVA, VIOLA EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL Y EL PRINCIPIO 
PREVISIÓN SOCIAL.”

Por lo anterior, refiere que el oficio  **************

**** de veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, se 

encuentra sustentado en el artículo 12 del Reglamento para 

el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores Sujetos al 

Régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el 

que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado; y constituye su 

primer acto de aplicación.

Al respecto, conviene señalar que el artículo 123, 

apartado B, fracción XI, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, establece lo siguiente:
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“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al 
trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán 
la creación de empleos y la organización social de trabajo, 
conforme a la ley.

[…]

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases 
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las 
cuales regirán:

[…]

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del 
Distrito Federal y sus trabajadores:

[…]

XI. La seguridad social se organizará conforme a 
las siguientes bases mínimas:

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades 
profesionales; las enfermedades no profesionales y 
maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte.

b) En caso de accidente o enfermedad, se 
conservará el derecho al trabajo por el tiempo que 
determine la ley.

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán 
trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen 
un peligro para su salud en relación con la gestación; 
gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la 
fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos 
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y 
conservar su empleo y los derechos que hubieren 
adquirido por la relación de trabajo. En el período de 
lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, 
de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. 
Además, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de 
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de 
guarderías infantiles.

d) Los familiares de los trabajadores tendrán 
derecho a asistencia médica y medicinas, en los casos y 
en la proporción que determine la ley.

e) Se establecerán centros para vacaciones y para 
recuperación, así como tiendas económicas para beneficio 
de los trabajadores y sus familiares.

f) Se proporcionarán a los trabajadores 
habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, conforme 
a los programas previamente aprobados. Además, el 
Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá 
un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir 
depósitos en favor de dichos trabajadores y establecer un 
sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos 
crédito barato y suficiente para que adquieran en 
propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para 
construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos 
adquiridos por estos conceptos.
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Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán 
enteradas al organismo encargado de la seguridad social 
regulándose en su Ley y en las que corresponda, la forma 
y el procedimiento conforme a los cuales se administrará 
el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos 
respectivos”.

Tal precepto constitucional consagra el derecho a la 

seguridad social de los trabajadores de los Poderes de la 

Unión y del Gobierno del Distrito Federal, que se organiza 

conforme a bases mínimas, cubriendo los accidentes y 

enfermedades profesionales; las enfermedades no 

profesionales y maternidad; así como, la jubilación, la 

invalidez, vejez y muerte.

Todo ello con la finalidad de asegurar, en lo posible, 

la tranquilidad y bienestar personal de los trabajadores al 

servicio del Estado y de sus familiares, garantías sociales 

que, conforme a la máxima constitucional en estudio, 

podrán ampliarse, pero nunca restringirse.

En efecto, debe decirse que el presente asunto, 

encuadra totalmente al escenario jurídico abordado por la 

jurisprudencia emitida por el Máximo Tribunal del País, que 

es de aplicación obligatoria para esta juzgadora, en 

términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, que declara 

la inconstitucionalidad del artículo 12 del Reglamento para 

el otorgamiento de pensiones de los trabajadores sujetos al 

Régimen del Artículo Décimo Transitorio del decreto por el 

que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado publicado en la 

Primera Sección del Diario Oficial de la Federación, el 21 

de julio de 2009.
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Es cierto, la extinta Segunda Sala del Alto Tribunal 

precisó que el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso 

a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, además de contener las bases mínimas de 

seguridad social para los trabajadores al servicio del 

Estado, también de él deriva el principio constitucional de 

previsión social, sustentado en la obligación de establecer 

un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar 

personal a los trabajadores y a su familia ante los riesgos a 

que están expuestos, orientados a procurar el 

mejoramiento del nivel de vida.

Por ello, sostiene que, al restringir el derecho a 

percibir de manera íntegra las pensiones de concubinato y 

de jubilación cuando la suma de ambas rebase el monto 

equivalente a diez veces el salario mínimo, el artículo 12, 
segundo párrafo, del Reglamento para el otorgamiento de 

pensiones de los trabajadores sujetos al Régimen del 

Artículo Décimo Transitorio del decreto por el que se 

expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado viola el derecho 
a la seguridad social y el principio de la previsión 
social, al desatender las diferencias sustanciales 

siguientes:

1. Dichas pensiones tienen orígenes distintos, 

pues la primera surge con la muerte del trabajador y 

la segunda se genera día a día con motivo de los 

servicios prestados por el trabajador.

2. Cubren riesgos diferentes, toda vez que la 

pensión por concubinato protege la seguridad y el 

bienestar de la familia ante el riesgo de la muerte del 

trabajador y la pensión por jubilación protege su 

dignidad en la etapa de retiro.
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3. Tienen autonomía financiera, ya que la 

pensión por concubinato se genera con las 

aportaciones hechas por el trabajador o pensionado 

fallecido y la pensión por jubilación se genera con las 

aportaciones hechas por el trabajador o pensionado, 

motivo por el cual no se pone en riesgo la viabilidad 

financiera de las pensiones conjuntas.

Las anteriores consideraciones dan origen a la 

jurisprudencia 2a./J. 128/2019 (10a.), visible en la Décima 

Época del Semanario Judicial de la Federación, con 

registro 2020634, que dispone:

“ISSSTE. EL ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO 
PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS 
TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL 
ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO 
POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY RELATIVA, VIOLA EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL Y EL PRINCIPIO 
DE PREVISIÓN SOCIAL. Esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no 
sólo contiene las bases mínimas de seguridad social para 
los trabajadores al servicio del Estado, sino que también 
de él deriva el principio constitucional de previsión social, 
sustentado en la obligación de establecer un sistema 
íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los 
trabajadores y a  su familia ante los riesgos a que están 
expuestos, orientados a procurar el mejoramiento del nivel 
de vida; de ahí que el artículo 12 del Reglamento para el 
otorgamiento de pensiones de los trabajadores sujetos al 
régimen del artículo décimo transitorio del Decreto por el 
que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, al restringir el 
derecho a percibir de manera íntegra las pensiones de 
viudez y de jubilación cuando la suma de ambas rebase el 
monto equivalente a diez veces el salario mínimo, viola el 
derecho a la seguridad social y el principio de la previsión 
social, al desatender las siguientes diferencias 
sustanciales: 1. Dichas pensiones tienen orígenes 
distintos, pues la primera surge con la muerte del 
trabajador y la segunda se genera día a día con motivo de 
los servicios prestados por el trabajador;  2. Cubren 
riesgos diferentes, toda vez que la pensión por viudez 
protege la seguridad y el bienestar de la familia ante el 
riesgo de la muerte del trabajador y la pensión   por 
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jubilación protege su dignidad en la etapa de retiro; y, 3. 
Tienen autonomía financiera, ya que la pensión por viudez 
se genera con las aportaciones hechas por el trabajador o 
pensionado fallecido y la pensión por jubilación se genera 
con las aportaciones hechas por el trabajador o 
pensionado, motivo por el cual no se pone en riesgo la 
viabilidad financiera de las pensiones conjuntas”.

Aunado que no existe ninguna razón lógica-jurídica 

para considerar que si una persona goza de dos 

pensiones, cuyos orígenes son diversos, deban limitarse 
hasta el monto de diez salarios mínimos 
conjuntamente, pues ello implica el desconocimiento 

absoluto de las aportaciones realizadas por los 

trabajadores, que les permiten disfrutar, a cada uno, de 
una pensión que no debe exceder del monto máximo, 

lo que no implica que una se subsuma en la otra, pues ello 

restringe indebidamente la garantía social prevista en el 

artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En esas condiciones, al existir jurisprudencia en la 

que se determina inconstitucional la norma reclamada en el 

presente asunto, queda demostrado que el artículo 12, 
segundo párrafo del Reglamento para el Otorgamiento de 

Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Régimen del 

Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se 

expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, transgrede el 

principio de seguridad y previsión social que consagra el 

artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo 

procedente es conceder el amparo y protección de la 
Justicia Federal.

SÉPTIMO. Efectos de la concesión del amparo. 

Así las cosas, con fundamento en los artículos 107, 
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fracción II, primer párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; y, 75, 76 y 77, de la Ley de 

Amparo, lo procedente en el caso es conceder a la persona 

quejosa el amparo y la protección de la Justicia Federal, 

para que la Subdelegada de Prestaciones del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de la Delegación Estatal Colima:

I. Deje sin efectos el oficio **************

**** de veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, 

y emita uno nuevo en el que dé respuesta a la 

solicitud de la quejosa, prescindiendo de la 

aplicación de la disposición considerada 

inconstitucional; y,

II. Deberá reintegrar a la persona quejosa 

las cantidades que se le hayan dejado de pagar por 

concepto de pensión por concubinato. Por ende, se 

le deberá de cubrir de manera íntegra la pensión de 

concubinato y de jubilación a que tiene derecho la 

quejosa.

Sirve de apoyo la tesis publicada en la octava época 

del Semanario Judicial de la Federación, tomo III, Primera 

Parte, enero a junio de 1989, página 228, que señala:

“LEYES, AMPARO CONTRA, EFECTOS DE LAS 
SENTENCIAS DICTADAS EN. La decisión sobre la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley que se 
tome en una sentencia de amparo que ha causado 
ejecutoria, constituye cosa juzgada. Consecuentemente, si 
se concedió el amparo, el efecto inmediato será nulificar la 
validez jurídica de la ley reclamada en relación con el 
quejoso y si el juicio se promovió con motivo del primer 
acto de aplicación, éste también será contrario al orden 
constitucional; dentro del mismo supuesto de concesión 
del amparo, ninguna autoridad puede volverle a aplicar 
válidamente la norma jurídica que ya se juzgó, dado que la 
situación jurídica del quejoso se rige por la sentencia 
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protectora. En cambio, cuando el fallo es desfavorable 
respecto de la ley, las autoridades pueden aplicársela 
válidamente; por ello, una vez que el juicio de garantías se 
ha promovido contra la ley y se obtiene pronunciamiento 
de fondo, sea que se conceda o se niegue la protección 
solicitada en sentencia ejecutoria, la decisión sobre su 
congruencia o incongruencia con el orden constitucional 
se ha convertido en cosa juzgada”.

También, la tesis que aparece publicada en la novena 

época del Semanario Judicial de la Federación, novena 

época, tomo XIII, marzo de 2001, página 189, que es del 

tenor literal siguiente: 

“AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE LA 
EJECUTORIA PROTECTORA RESPECTO DE LOS 
ACTOS DE APLICACIÓN. Cuando los efectos de una 
sentencia de amparo se extienden hasta los actos de 
aplicación de la norma declarada inconstitucional, debe 
entenderse no sólo en cuanto a los actos de aplicación 
reclamados en la demanda sino también respecto de 
aquellos que aunque no se precisaron, son una 
consecuencia directa e inmediata de la aplicación de la 
norma, pero no deben incluirse aquellos cuya restitución 
depende de la interpretación de preceptos que conforman 
el contexto legal del ordenamiento al cual pertenece la 
disposición declarada inconstitucional y que no fueron 
materia de la litis en el juicio de amparo, pues para 
determinar en ejecución los alcances de la sentencia, no 
es permisible hacer la interpretación de preceptos diversos 
al impugnado, cuya constitucionalidad o 
inconstitucionalidad no fue puesta a la consideración de la 
potestad judicial en el juicio de amparo, sino que la 
restitución del derecho del quejoso, para volverlo al estado 
en que se encontraba hasta antes de la violación 
constitucional reclamada, debe realizarla la autoridad 
responsable dentro del marco legal al que pertenece la 
norma impugnada y no en contravención a él.”

OCTAVO. Decisión. Por lo expuesto y fundado, con 

apoyo, además, en los artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 64, 

de la Ley de Amparo; 1º, fracción VI, y 46 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación,

S E   R E S U E L V E:
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ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

la quejosa *** ******* ***** *******, por las razones y 

para los efectos precisados en los considerandos sexto y 

séptimo.

Notifíquese por lista.

Así lo resolvió y firma Josefina Rodríguez Méndez, 

Jueza Segundo de Distrito en el Estado de Colima, ante la 

Secretaria Andreína Yunuén Herrejón Chávez, quien 

certifica que la presente resolución se encuentra 

incorporada al expediente electrónico. Doy fe.

    JUEZA                                  SECRETARIA
Andreína Yunuén Herrejón Chávez, Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en el 

Estado de Colima, certifico y hago constar: que de conformidad con el artículo 26 Bis del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que abroga los Acuerdos de Contingencia por 
Covid-19 y Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposiciones Relativas a la Utilización de Medios 
Electrónicos y Soluciones Digitales Como Ejes Rectores del Nuevo Esquema de Trabajo en las Áreas 
Administrativas y Órganos Jurisdiccionales del Propio Consejo, que la firma criptográfica de la audiencia 
y resolución constitucional, no coincide con la hora fijada para ello, debido a las cargas de trabajo; en 
razón de ello, se firma en una hora diversa por así haberlo permitido las labores de este órgano 
jurisdiccional, lo que asienta para certificación y constancia. Además, que se pasan los autos a la 
actuaría de este juzgado y que al expediente electrónico se ha incorporado la presente resolución. Doy 
fe.

treinta y uno de agosto de dos mil veintiséis

21788, 21789 y 21790
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Fecha
(UTC/ CDMX)

31/08/26 18:19:09 - 31/08/26 12:19:09 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

2b 01 94 63 fe 09 af 29 f6 18 f1 1a 15 8a d5 d3
c7 d9 93 32 93 5a 7f e5 89 b3 fe 02 bd 44 b0 bc
85 fa b8 15 47 61 a9 fd 75 00 89 25 54 08 76 79
e2 8b 24 e8 b8 a3 75 9d d7 34 76 e2 f9 b2 96 35
92 0f 2b 89 a8 b9 0c 4a 74 8b fc c3 2b 58 93 a0
f7 7d 62 fb 3b 44 9b e3 59 24 e1 88 e9 f0 80 62
0f 9a 5b d1 2b cd 73 82 39 84 23 dc 53 fb 5a bc
3f 7e b6 54 39 37 e6 68 e5 dd 1d 82 7a 71 9a ee
f7 66 08 8f b2 eb c5 44 6b c3 5e 20 3e 1f d2 3a
bf c3 e7 db 83 ac d1 45 53 a5 62 dd ea ba 2d 4c
cd 22 53 3e ba c6 ed 0a 46 6a b0 8a 5c 88 3b 13
c8 35 d3 15 1c 48 bf 30 0f 27 93 c6 3e ac 8e 87
ab 91 07 2e 76 0a ea 89 b8 09 06 94 ba 05 6a 18
a1 70 c9 0f fa 23 0b 3e 7c 4e c7 e1 42 d4 3f 2a
8a 51 4a 98 08 ad 6e 9f c7 6b 94 0b 0a 75 f9 68
3e db be 85 74 a4 f4 bc 7a 96 25 e4 dd 64 fb 83
d3 80 e2 ed 36 ad 6c 9f bc 81 7f 81 c3 a5 c9 47
5d ea 6e 49 6e e7 f6 16 0e 7d 42 08 47 9a 82 fc
13 36 a5 5f 02 00 90 9b 9e 78 5c f3 0a 53 b2 09
86 75 71 23 bc 07 95 0c 8e 4a 19 82 b7 70 44 b2
ca 61 97 78 08 b3 5b 69 4e a1 7c 25 f3 40 87 ac
16 84 6f f7 99 af 84 1c f4 30 c6 5e ce 28 4b 39
bb 30 72 0f 14 f8 1a 03 18 82 c3 63 88 6f a4 0d
7f 48 03 5f 3c 06 bb 71 37 0f b3 ba a9 9b 67 83

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 31/08/26 18:19:10 - 31/08/26 12:19:10

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.87.3d

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 31/08/26 18:19:10 - 31/08/26 12:19:10

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 198961527

Datos estampillados: zLsFn5dJagkHAl4Owgks2Yx7j8Q=
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FIRMANTE
Nombre: JOSEFINA RODRIGUEZ MENDEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.3b.18 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

31/08/26 19:32:33 - 31/08/26 13:32:33 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

9a 37 20 7c 50 db 93 b8 45 9a a5 32 af 96 4c 8b
00 1e b5 e2 02 a4 b4 d4 5a eb e0 07 a8 80 f2 2c
ae 44 fb 1a 56 72 be 47 cb 61 3f 5e 0b 23 92 b4
b0 da 41 89 cf 00 c3 01 f6 34 b7 2b 52 55 35 dc
b7 0b b1 c9 c0 ba 7d 11 f9 04 e1 3a 6b ec c3 20
ab d5 39 f4 38 6d a0 d9 d9 a2 ae ee 08 05 5d ac
ea 59 df ed fe b1 12 9c b8 b6 a3 c4 2c 40 16 77
41 95 1e be dc 64 8a 16 a9 35 72 50 aa 44 e5 cd
46 0f 47 6f 5b e6 dd 09 1c 90 da 8a 5b f7 9d 9f
21 59 c9 b9 2e f3 a0 03 39 5b 8c cf 7e 3a 0f 10
bc a4 7d 37 05 ac 3e 72 09 95 be 83 66 fa fc 63
02 d4 78 96 98 f8 f9 94 ef 9c 57 2b db fb 69 5f
df 15 f9 fe 7f e7 d6 5f 33 56 c4 5c 18 18 61 a3
13 06 4f 77 69 28 86 ae 9a d0 60 b0 0c 41 09 58
aa 61 69 b7 9a 3c cf 1b b8 17 d6 fb 23 d7 99 5f
e6 1a b1 c1 21 91 14 19 87 cb c8 14 7e cf 39 be
c2 0e ca a4 b3 61 8b 8a 0e 8c 41 36 a1 ff 5a 9e
29 8f ae e6 5a 21 e7 dd c5 e0 87 91 37 25 ee 23
1e f6 48 96 56 9c 45 23 c7 db c5 f0 28 db aa 5b
e8 5f 1a b3 ea b3 0c 37 87 02 be c4 87 3f 58 1b
03 96 1c c5 50 d7 ab 43 87 79 70 1a 04 d8 25 48
39 cc cf e0 78 52 a2 3d d4 d7 8c 9e 19 c2 9b 76
c3 ab b3 b0 3d 6c 7c 0c a5 65 b6 57 2b 43 ea 63
d2 df d9 d2 45 09 60 56 4f 7a 8f ac e8 f8 e1 d7

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 31/08/26 19:32:33 - 31/08/26 13:32:33

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.3b.18

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 31/08/26 19:32:34 - 31/08/26 13:32:34

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 199054127

Datos estampillados: jAn5OoAwD/YS/nOlq0/BCSt/0wY=
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aEl treinta y uno de agosto de dos mil veintiseis, la licenciada Andreína

Yunuén Herrejón Chávez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado
Segundo de Distrito en el Estado de Colima, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


